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Resumen:

El objetivo de este artículo es profundizar en el análisis de la vinculación entre la forma de adquirir el compromiso por pensiones de las empresas con los trabajadores y su forma de instrumentarlo mediante alguno de los sistemas considerados legalmente válidos. A través del mismo se descubrirá como el modo de adquirir estos compromisos, ya sea por decisión unilateral del empresario o por acuerdo logrado en convenio colectivo, condicionará de una forma notoria el hecho posterior de su materialización en cualquiera de los instrumentos privados de pensiones.
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1. MODO DE ADQUIRIR COMPROMISOS POR PENSIONES

Son muchas las clasificaciones que se han hecho en nuestro país de la previsión social complementaria ya que debido al origen o fuente de creación de tales obligaciones y a su evolución posterior, los sistemas privados de pensiones en las empresas han tenido, desde sus comienzos, un carácter muy heterogéneo. Así, es habitual encontrar sistemas adoptados mediante un acuerdo tomado por el Consejo de administración de la Empresa, vía regulación legal en Convenio Colectivo, por Contrato Individual de Trabajo e incluso con la creación de una Mutualidad de Previsión Social.

No obstante aunque el origen o fuente de creación de los compromisos por pensiones entre empresa y trabajador es diverso, fundamentalmente se derivan de la negociación colectiva, reflejada en los convenios colectivos sectoriales o de empresa, y de aquellos otros acuerdos concretados en pactos empresa-trabajador, como, por ejemplo, la reglamentación interna. Cualquier documento que recoja de forma tácita el compromiso por pensiones de la empresa con uno de los trabajadores, varios o todos, se considera efectivo y plenamente válido. De la existencia de diversas fórmulas de creación de los sistemas privados de pensiones, conviene plantearse cuales son las diferencias más resaltables entre la creación del compromiso por pensiones a través de convenio colectivo y aquellos otros recogidos por la llamada ‘disposición equivalente’ o, más propiamente, por acuerdo o pacto entre empresa y trabajador/es que se halle debidamente documentado.

En primer lugar, la fuente de creación mediante convenio colectivo exige la plena participación de los trabajadores en el acuerdo, mientras que en el caso de la reglamentación interna, la intervención de los mismos es más limitada, siendo incluso innecesaria la aceptación de tal compromiso. Además, si la fuente de creación del compromiso se ha concretado en un pacto individual empresa-trabajador, puede aparecer el hecho discriminatorio para empleados de idéntica categoría profesional. En este sentido, la negociación colectiva tiende a evitar la discriminación entre trabajadores ya que regula las mismas obligaciones y derechos para todos y cada uno de ellos. Derivado de ello, se puede afirmar que la negociación colectiva generaliza y expande el compromiso por pensiones de la empresa a la mayoría de la plantilla mientras que  acuerdos o pactos de otra naturaleza pueden ser dirigidos a un grupo exclusivo de trabajadores.

Es, por tanto, en la experiencia comparada más teórica la negociación colectiva la fuente típica o cauce más habitual, y de mayor relevancia en la instauración de los sistemas empresariales de pensiones, al menos cuando se revisten de dimensión colectiva. Sin embargo, en la práctica no ocurre así, como se refleja en los siguientes dos estudios que a continuación mostramos: 

1) En el primero, titulado “Encuesta sobre Regímenes Complementarios de Pensiones en España, mayo 1999” y realizado por FUNDIPE (Fundación para el Desarrollo de la Función de Recursos Humanos) en colaboración con William M. Mercer, a un conjunto de 73 empresas (que representaban un colectivo de personal empleado de aproximadamente 172.000 personas y una facturación anual de 7,7 billones de ptas.), se recogen las opiniones de los profesionales de la empresa con compromisos adquiridos de pensiones. En el mismo se demuestra que han sido los reglamentos internos de empresa la fuente de creación de compromisos por pensiones más común entre las empresas españolas.
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Si analizamos más detenidamente la relación de empresas participantes en esta primera encuesta, se puede observar que en su mayoría se trata de empresas de tamaño mediano y pequeño, y que es, precisamente, en las empresas de mayor tamaño donde, y de forma más general, el origen del compromiso por pensiones se fundamenta en la negociación colectiva entre la empresa y los trabajadores. Aparece, por tanto, la figura de la negociación colectiva como básica en la presencia de la previsión social en las grandes compañías, asumiendo un papel protagonista frente a cualquier otro tipo de acuerdos. 

2) El siguiente estudio, “Encuesta Pensiones 2000: un reto para las empresa realizada por Buck Consultants” ha sido realizado a un total de 68 compañías que agrupaban un total de 69 sistemas de pensiones para sus empleados. La distribución del origen de los compromisos de los 69 planes comunicados por las empresas participantes fue la que sigue: 
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Del análisis del mismo se entrevé una clara preeminencia de ofrecimientos unilaterales de la empresa para toda la plantilla o de acuerdos individuales realizados con el personal ejecutivo. La existencia de planes cuyo origen se debe a la existencia de convenios colectivos corresponde fundamentalmente a los sectores eléctrico y financiero, en general, dominados por las grandes corporaciones.

Es, por tanto, el convenio o acuerdo colectivo el origen de estas fórmulas de protección en las multinacionales y empresas de mayor tamaño, directamente (cuando se pacta la creación de Planes de Pensiones, la constitución de Mutualidades o la concertación de Seguros Colectivos), o indirectamente (cuando se acuerdan, simplemente, determinadas mejoras respecto de las prestaciones básicas de la Seguridad Social, o prestaciones para contingencias o situaciones no previstas en el sistema público). Según los datos del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales el número de trabajadores afectados por convenio colectivo asciende a casi 8 millones de trabajadores. No obstante, los trabajadores a los que en convenio se les reconoce algún tipo de complemento de jubilación, fallecimiento o invalidez apenas supera los dos millones de personas, lo que representa, aproximadamente el 13,5 % de la población activa española (que supone el 22,5 % de los trabajadores asalariados y el 17 % de la población ocupada que incluye también a los trabajadores autónomos, empleadores y no asalariados)
.

Compromisos por pensiones en convenios.
Nº Trabajadores
Nº Convenios
De los que de empresa

Trabajadores con convenio
7.862.933
4.581
3.313

Complementos con jubilación
2.179.852
1.220
898

Invalidez
1.578.310
1.083
809

Fallecimiento
758.105
493
377

Comp. desempleo/susp.
15.710
16
14

Fuente: Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Estadísticas de Convenios Colectivos de Trabajo. 1999. Convenios registrados hasta el 31 de mayo de 1999. Nov. 1999.

En ese sentido, han sido muchas las voces que, durante estos dos últimos años, han manifestado que la negociación colectiva debe ser el eje futuro sobre el que gire la previsión social complementaria, útil como herramienta de promoción de sistemas colectivos y de su extensión a las clases trabajadoras
. No debe olvidarse que, en la actualidad, un 23% de las empresas que tienen implantado algún sistema de previsión privado únicamente dan acceso a su personal directivo
.

Aunque, por otro lado, no debe olvidarse que la figura del convenio colectivo como origen del compromiso por pensiones entre empresa y trabajador es un cauce muy importante de reforzamiento del poder sindical en el control y participación en el sistema de las empresas y, por tanto, de la actividad económica en general. Es evidente que la presencia sindical es mayor en la negociación colectiva que en cualquier otro tipo de relación empresa-trabajador. 

En cuanto a la posible y futura renegociación de los compromisos pensionísticos, ésta varía dependiendo del modo en que se hayan adquirido los mismos. Una vez que el derecho a la pensión complementaria ha sido establecido a través de la negociación colectiva, éste sólo podrá ser derogado a través de otro convenio colectivo de la misma naturaleza, que debe ser negociado y ratificado según los requisitos establecidos por los artículos 87 y 88.1 del Estatuto de los trabajadores. Así, aunque las mejoras son unilateralmente irreversibles (por cualquiera de las partes, especialmente la empresarial), si lo son bilateralmente, por cuanto a través de negociación colectiva pueden ser suprimidas o rebajadas, sin que puedan los trabajadores o los pensionistas individualmente considerados actuar contra esa decisión modificatoria o extintiva de sus expectativas o de sus ya causados derechos, ni reclamar indemnización alguna por su minoración o pérdida
. 

Si el acuerdo ha sido establecido por decisión unilateral del empleador, éste no podrá anular el compromiso, aunque si podrá ser anulado por convenio colectivo posterior. Cuando se está ante compromisos empresariales sobre pensiones nacidos de la sola voluntad empresarial o de pacto individual juega la garantía de la intangibilidad del empresario. La presencia de la condición más beneficiosa y el respeto de los derechos adquiridos implican la irreversibilidad unilateral de las mejoras prestacionales. Incluso, la indisponibilidad de derechos por parte del trabajador veda la modificabilidad o supresión de los mismos por vía del pacto individual.

Parece que no cabe formular serias objeciones a esa disponibilidad absoluta de la que goza la autonomía colectiva,
 renegociando compromisos pensionísticos que incluso le permite modificarlos o suprimirlos, conforme al art. 82.4 del Estatuto de los Trabajadores, que establece la regla de la plena disponibilidad del convenio posterior sobre los derechos reconocidos en el anterior, de tal manera que “se aplicará, íntegramente, lo regulado en el nuevo convenio”, reforzado asimismo con el art. 86.4, que manifiesta que “el convenio que suceda a uno anterior deroga en su integridad a éste último, salvo en los aspectos que expresamente se mantengan”
.
No obstante, y dado que el sistema de previsión necesita una estabilidad a medio y largo plazo, para garantizar los compromisos por pensiones, sería deseable que una vez establecido, ambas partes, trabajadores y empresa, adquieran el compromiso de desvincular el sistema de los vaivenes de la negociación colectiva
. 
2. VÍAS DE ESTABLECIMIENTO DE LOS COMPROMISOS POR PENSIONES

En lo referente a la instrumentación de los compromisos por pensiones, han sido diversos los mecanismos utilizados, dependiendo si el sistema de prestaciones era establecido como mejora complementaria de la Seguridad Social o dispensada por entidades fuera del marco de la Seguridad Social
. 

Así, puede plasmarse en un Plan de Pensiones (que implica un acuerdo, al menos implícito, entre el promotor y los partícipes-empleados), en una Mutualidad de Previsión Social (contrato asociativo en el que la condición de tomador del seguro o asegurado es inseparable de la de mutualista, si bien, el socio protector o empresario deudor de los compromisos será compatible con la de tomador del seguro colectivo), en un Contrato de Seguro Colectivo de Vida (entre entidad aseguradora y el empresario-pagador del seguro, a favor de los asegurados-trabajadores), o en un simple compromiso de mejora de las prestaciones básicas de la Seguridad Social (del empresario respecto de sus trabajadores). Y estas diferentes maneras de instrumentar los compromisos han estado estrechamente ligadas con la forma de adquirirlos, como se analiza a continuación.

2.1. A través de la Mejora Directa de Prestaciones (según lo dispuesto en los artículos 191 a 194 de la LGSS
) 

Dentro de las modalidades de mejoras voluntarias, la única que ha tenido virtualidad ha sido la Mejora Directa de Prestaciones, que ha llegado a constituir una vía de excepcional importancia con vistas a completar la acción protectora del sistema público de Seguridad Social. Puede implicar una mejora pura y simple de las prestaciones básicas de la Seguridad Social, una mejora de la protección a través de prestaciones distintas pero para las contingencias previstas en ese sistema, o una mejora a través de la protección de contingencias o situaciones no cubiertas por el sistema público. 

De conformidad con los artículos 39.1 y 39.2
 de la LGSS, la protección social complementaria podrá ser ‘objeto de contratación colectiva’ a través del cauce jurídico de las llamadas mejoras voluntarias de la acción protectora del sistema de Seguridad Social. Están presentes en los artículos 191 a 194 de la LGSS de 1994
, pero buena parte de su regulación también procede de la autonomía privada, al ser ésta la única materia de Seguridad Social susceptible de ser objeto de contratación colectiva. 

Las fuentes de establecimiento de tales mejoras podrán ser el contrato de trabajo, una decisión empresarial, y el convenio colectivo
; si bien, cabe señalar que es la experiencia negociadora en el seno de las empresas o convenio colectivo la que desempeña un papel más relevante a la hora de determinar las prestaciones complementadas
. Además, se costean normalmente salvo casos minoritarios a cargo de las empresas.

Así, en el contexto de la negociación colectiva se encuentran cláusulas de mejoras directas de prestaciones que varían desde pólizas de aseguramiento en caso de fallecimiento o incapacidad permanente del trabajador, las más frecuentes, hasta mejoras de jubilación
, caracterizadas por:

· Voluntariedad en cuanto a su desarrollo e implantación, tanto por parte de la empresa, como de los trabajadores.

· Complementariedad, respecto al Sistema de la Seguridad Social.

· De costes inciertos ya que en general, no se prevén evoluciones en la pensión oficial, lo que supone un riesgo añadido para las empresas.

· En tanto mejoras voluntarias que son, la ley permite la presencia de la negociación colectiva y, por tanto, la eficacia normativa de los pactos suscritos como resultado de la misma. Se constata pues, la capacidad que tiene un acuerdo colectivo de eficacia general de imponer a todos los trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación la pertenencia al plan de previsión.

· Con enorme variedad de formas jurídicas y de gestión que se concretan en distintos sistemas de realización de tales mejoras (incidiendo en la rama de pensiones):

· Gestión Directa: Fondos Internos.

· Administración de la Seguridad Social.

· Mutualidades y Fundaciones Laborales.

· Entidades Aseguradoras de cualquier clase.

Con la aprobación de la Ley 8/87 de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones,  la negociación colectiva, que hasta ese momento se había centrado históricamente en el establecimiento de mejoras voluntarias vía pólizas de aseguramiento
 o fondos internos, encuentra un nuevo campo para desarrollar su papel de fuente creadora de medidas de protección social privada. Pero es a partir de la publicación de la Ley 30/1995, cuando fueron afectadas las amplias variedades de gestión que el artículo 193.1 LGSS dispensaba a los negociadores del convenio de la previsión social complementaria. Los modos concretos de gestión de las mejoras directas de prestaciones que se refieran a compromisos por pensiones asumidos por los empresarios, deberán ser vehiculizadas, desde el momento en que se inicie el devengo de su coste, a través de la constitución de fondos externos: Contratos de Seguro, incluidos los instrumentados por Mutualidades, formalización de un Plan de Pensiones o de ambos (Disposición Adicional primera de la LPFP, nueva redacción dada por la Disposición Adicional Undécima de la Ley 30/1995), prohibiendo paralelamente el establecimiento de mejoras directas de la Seguridad Social gestionadas directamente por la empresa. En definitiva, dicha normativa no sólo involucra a Planes de Pensiones y Contratos de Seguro sino que, aunque no sean mencionadas directamente, afecta a las mejoras voluntarias de la Seguridad Social.

2.2. A través de un Plan de Pensiones del sistema de empleo
En todo Plan existen tres partes ‘partes sociales’ diferenciadas. Por un lado, la empresa o empresario que establece el Plan; por otro lado, los empleados activos a favor de los cuales se garantizan las pensiones; y en tercer lugar, y es un colectivo muy importante, el conjunto de los pensionistas que ya están recibiendo pensiones. La condición jurídica de promotor del Plan de Pensiones del sistema de empleo sólo la ostenta el empresario o el empleador
, el cual puede tomar libremente la iniciativa de organizar un Plan de Pensiones con carácter obligatorio (al margen de todo imperativo convencional propio)
. 

Por tanto, la regulación legal en vigor de los Planes y Fondos de Pensiones no obliga necesariamente a que la creación de un Plan de Pensiones del sistema de empleo derive de los compromisos contraídos por las partes de un convenio o acuerdo colectivo de eficacia general previo entre el promotor (o promotores) y sus trabajadores. O dicho de otro modo, se deja abierta la posibilidad de que exista una libre iniciativa del empleador-promotor del Plan en orden al establecimiento del Plan en cuestión. Así, en los Planes de Pensiones únicamente se alude tangencialmente a la negociación colectiva como fuente originaria de la obligación empresarial
.

Aún así, si la fuente u origen del sistema privado de protección para crear el Plan de Pensiones nace de la autonomía colectiva conjunta de las partes sociales, “debe instrumentarse a través de un convenio colectivo estatutario, ya que la toma de decisiones ha de hacerse con relación a la totalidad de trabajadores en su conjunto, lo que no puede ser garantizado a través del recurso a los convenios extraestatutarios”
. 

Además, los convenios colectivos deberán respetar en todo caso, el derecho de adhesión individual al Plan de Pensiones que el Reglamento de Planes y Fondos reconoce en su artículo 5.2 a los potenciales partícipes de los mismos; el “empleado podrá ejercitar su derecho de adhesión al plan”, siendo jurídicamente indiferente a estos efectos que la constitución del plan derive de una norma colectiva o sea un acto unilateral por parte del empresario
. 

Se consagra, pues, en este instrumento la libertad de elección del individuo, independientemente de la fuente de creación, ya sea el convenio colectivo, cualquier otro tipo de acuerdo laboral entre la empresa y sus trabajadores e incluso la propia iniciativa del promotor. De esta manera, al reconocer expresamente un derecho de adhesión individual del trabajador al Plan de Pensiones se limita la eficacia colectiva obligatoria general del convenio colectivo. Es más, la propia ley expone que cuando en el convenio colectivo se haya establecido la incorporación de los trabajadores directamente al plan de pensiones se entenderán adheridos al mismo salvo que, en el plazo acordado al efecto, declaren expresamente por escrito a la comisión promotora o de control del plan que desean no ser incorporados al mismo
. 

Respecto a la participación de la negociación colectiva como llave o fuente de creación de los compromisos por jubilación mediante Planes de Pensiones, se pueden observar dos posturas:

· por un lado, se observa un cierto grado de minusvaloración de su importancia
. Se considera que el establecimiento de Planes de Pensiones del sistema de empleo es un terreno abonado para el desarrollo de la actividad sindical, ya que está en juego la defensa de los intereses colectivos de los trabajadores y, por ello, sería evidente su participación en el establecimiento del mismo. “Con ello se hace patente la continuidad de la óptica individualista ya observada, que preside globalmente toda la arquitectura constructiva del sistema legal de estas fórmulas de previsión privada. Posición individualista que se corresponde cabalmente con ciertas orientaciones de la política social que contemplan con desconfianza manifiesta el control de las instituciones económicas y sociales por el sindicalismo”
;

· sin embargo, por otro lado, surgen voces contrarias a la preponderancia de la negociación colectiva, al señalarse que los Planes de Pensiones deberían no sólo ser instrumento de acuerdos sociales globales de todos los empleados, sino también de los acuerdos particulares de colectivos especiales, discriminados bien por razón de edad o categoría profesional, por ejemplo. De hecho, se debería posibilitar el ofrecimiento unilateral por parte de la empresa de un Plan de Pensiones sin necesidad de llegar a obtener un consenso laboral negociado.

2.3. A través de un Seguro Colectivo de Vida
La decisión que lleva a una empresa que quiera implantar compromisos por pensiones con sus trabajadores vehiculizados a través de un Seguro Colectivo de Vida, no tiene  por qué venir derivada necesariamente de la voluntad unilateral del empresario, ya que también puede surgir de la negociación colectiva, reglamentación interna, etc.

No obstante, si esta decisión se deriva de un acuerdo colectivo, el trabajador-asegurado estará obligado al mismo, incluso en el caso de que éste mostrara su oposición o no conformidad. Recuérdese en este punto, que si no se produce la imputación fiscal de las primas al trabajador, no tendrá para el mismo ningún efecto fiscal. Pero, en el caso de que le sean imputadas las primas, y, por tanto, éste obtenga unos derechos económicos, se producirán unas consecuencias de índole fiscal que podrían plantear cuestiones contradictorias sobre la obligatoriedad del citado compromiso.

Durante años, ha sido bastante habitual entre las empresas españolas, dotar de un Seguro Colectivo de Vida para sus empleados, cubriendo generalmente las contingencias de muerte e invalidez, que venía a nacer por decisión unilateral del empresario, pero que posteriormente se recogía en el convenio colectivo de la empresa correspondiente. Sin embargo, éste no ha sido el caso de los complementos por pensiones de jubilación, mucho menos frecuentes.

2.4. Por medio de una  Mutualidad de Previsión Social 

El caso de las Mutualidades de Previsión Social tiene grandes similitudes con el anteriormente visto de los Planes de Pensiones del sistema de empleo. Recuérdese que la incorporación de los mutualistas a la Mutualidad será en todo caso voluntaria y requerirá una declaración individual del solicitante, o bien, de carácter general, derivada de acuerdos adoptados por los órganos representativos de la cooperativa o de los Colegios Profesionales, aunque el colegiado podrá manifestar su oposición expresa quedando desvinculado del acuerdo colectivo
. 

Luego, la voluntad individual del futuro asociado prima sobre la colectiva, salvo en el caso de las cooperativas que pueden establecer mediante acuerdos de sus órganos representativos la incorporación obligatoria de sus socios, incluso con la oposición al respecto del cooperativista
. Resumiendo, si la adscripción deriva de lo pactado en convenio colectivo o de una estructura corporativa, no impide que el mutualista pueda utilizar su derecho a no ser incluido en el sistema de previsión.

En cuanto al caso particular de las E.P.S.V., debe señalarse que éstas no plantean problemas de cara a la inserción e implicación de todo el personal en la Institución de Previsión social, en el caso de que la Entidad de Previsión Social hubiera surgido de un acuerdo colectivo de eficacia general. En este caso, no depende de un acto expreso de adhesión de los socios de número y protectores como en cambio ocurre en la normativa estatal de las MPS, por lo que la imposición colectiva se impone al derecho de adhesión individual. Luego, se aplica de forma incondicionada el art. 85.1 del vigente Estatuto de los Trabajadores
.

3. CONCLUSIONES

Una vez analizada la vinculación entre la forma de adquirir el compromiso por pensiones de las empresas con sus trabajadores y la manera de instrumentarlo mediante cualquiera de los sistemas considerados legalmente válidos, se presentan, a continuación, algunas de las conclusiones más destacables. 

1. En primer lugar, como el modo de adquirir estos compromisos, ya sea por decisión unilateral del empresario o por acuerdo logrado en convenio o acuerdo colectivo, condiciona en gran manera el posterior instrumento de materialización de tales compromisos.

2. Se ha observado que  la fuente de creación mediante convenio o acuerdo colectivo exige la plena participación de los trabajadores en el acuerdo, mientras que en el caso de la reglamentación interna o el ofrecimiento unilateral de la empresa, la intervención de los mismos es limitada, siendo incluso, en algunos casos, innecesaria la aceptación de tal compromiso.

3. Se ha concluido que una vez que el derecho a la pensión complementaria ha sido establecido a través de la negociación colectiva, éste sólo podrá ser derogado a través de otro convenio colectivo de la misma naturaleza, mientras que en el caso de acuerdo establecido por decisión unilateral del empleador, éste no podrá, de igual manera, anular el compromiso, aunque si podrá ser anulado posteriormente por convenio colectivo.

4. Aunque en los Planes de Pensiones únicamente se alude de manera tangencial a la negociación colectiva como fuente originaria de la obligación empresarial, si la fuente del sistema privado nace de la autonomía colectiva conjunta de las partes sociales debe instrumentarse a través de un convenio colectivo estatutario. Además, el empleado podrá ejercitar su derecho voluntario de adhesión al Plan sin que la fuente u origen le condicione en ningún caso, ya sea que derive de una norma colectiva o de un acto unilateral por parte del empresario.

5. También en las Mutualidades de Previsión Social, la voluntad individual del futuro asociado prima sobre la colectiva.

6. Generalmente siempre se ha asociado la implantación de compromisos por pensiones vehículizados a través de un Seguro Colectivo de Vida a la voluntad unilateral del empresario, pero no siempre es así. En el caso de que esta decisión se derive de un acuerdo colectivo con los trabajadores, el trabajador-asegurado estará obligado al mismo, incluso en el caso de que éste mostrara su no conformidad.

7. Y, en definitiva, se debe facilitar una mayor interacción entre la negociación colectiva y los diferentes instrumentos de previsión estableciendo una mayor flexibilidad para reflejar los acuerdos entre empresa y trabajadores.

4. BIBLIOGRAFÍA

1. DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS (1999): Planes y Fondos de Pensiones. Memoria Estadística .

2. DUEÑAS HERRERO L. J. (1996): “Seguridad Social, protección complementaria y planes de pensiones: entresijos y reparto del espacio social”, “Los planes de pensiones en el sistema de protección social: el modelo de pensiones complementarias” (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

3. GALLEGO LOSADA, R. (2001): Sistemas privados de pensiones en las empresas españolas, edit. Dykinson.

4. GARCÍA BECEDAS G. (1993): “La Seguridad Social Complementaria en España” , III Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, edit. Tirant Lo Blanch, Valencia.

5. MOLINA GARCÍA, M. (1996): “Las Mutualidades de Previsión Social en la nueva Ley 30/1995 de 8 de noviembre sobre Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados”, Civitas, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº. 77.

6. MONEREO PÉREZ, J.L. (1997): Planes de Pensiones del sistema de empleo, edit. Tirant lo blanch.

7. ROMERO BURILLO, A. Mª. (1999): “La negociación colectiva como fuente creadora de la protección social privada o libre”, Pensiones Sociales. Problemas y Alternativas (IX Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y Seguridad Social), Colección Seguridad Social. 

8. ROQUERO GARCÍA, R. (1991): “La previsión Social en la Empresa”, Revista CIRIEC ESPAÑA, nº. 12.

9. SEGALES FIDALGO, J. (1996): “La articulación de mecanismos de previsión social a través de la negociación colectiva sectorial”, (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

10. YANINI BAEZA, J. (1996): “Algunas consideraciones sobre los compromisos por pensiones instrumentados con el seguro colectivo de vida”, “Los planes de pensiones en el sistema de protección social: el modelo de pensiones complementarias” (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.










� El informe de la Dirección General de Seguros realiza cuatro puntualizaciones: la primera es que en dichos datos no es posible sumar el número de trabajadores por contingencias ya que en las cifras de los convenios con complemento de jubilación también se incluyen, muy a menudo, la invalidez o el fallecimiento (viudedad y orfandad). Por tanto, su suma produciría duplicidades; por ello, la cifra más representativa sería la que se refiere exclusivamente a la contingencia de jubilación. Una segunda aclaración para valorar el verdadero alcance de estas cifras es que en el concepto de ‘complemento por jubilación’ entra un número variado y heterogéneo de compromisos tanto en lo que se refiere a su naturaleza como a su importe. En este concepto tan amplio, se incluirán desde verdaderas pensiones complementarias, considerando como tales a las rentas vitalicias o temporales definidas sobre un salario real o de referencia pensionable que, sumadas a las prestaciones públicas, garantizan al trabajador una pensión equivalente al salario en activo, hasta otros conceptos más cercanos al premio o gratificación consistente, por ejemplo, en una paga extraordinaria o gratificación el día de la jubilación o en un importe equivalente a x días o meses por año trabajado en la empresa. Estos complementos se combinan, en ocasiones, con una cantidad fija en caso de fallecimiento o invalidez. En tercer lugar, en lo que se refiere a las contingencias de fallecimiento e invalidez, en muchos convenios se prevé únicamente un capital equivalente a x veces el salario anual o una cantidad fija predeterminada o el pago de un capital o suma a tanto alzado al cónyuge o herederos. En otras ocasiones, se contempla una renta de viudedad y orfandad como reversión complementaria de jubilación. Por último, en cuanto a los complementos por situación asimilable a jubilación, se reconocen para unos 15.000 trabajadores. No obstante, puede que estos complementos registrados en convenio no estén totalmente comprendidos en el concepto reglamentario de ‘situación asimilable a jubilación’. Por otra parte, es necesario reconocer que muchas empresas reconocen estas situaciones a raíz de un proceso coyuntural y, por tanto, no se recoge mediante convenio. Fuente: DIRECCIÓN GENERAL DE SEGUROS, Planes y Fondos de Pensiones. Memoria Estadística 1998. 


� Es más, actualmente el gobierno quiere incentivar los planes colectivos de pensiones en las empresas a través de la negociación colectiva, como una de las recetas para controlar la inflación.


� Vid. FUNDIPE “Encuesta sobre Regímenes Complementarios de Pensiones en España, mayo 1999".


� Cfr. STS, de 23 de octubre de 1990 (RJ. 7990). Se argumenta esta postura con aplicación de los criterios de modernidad así como regresividad de la norma convencional.


� Que en definitiva, prima sobre los derechos individuales ya causados y sobre los esperados.


� Ante este cauce de alteración o supresión pensionísticos, cabe mantener viva la polémica sobre los siguiente interrogantes: ¿tienen los sujetos negociadores capacidad representativa sobre los pensionistas? o, ¿alcanza la alteración que introduce un nuevo convenio a los derechos pensionísticos ya causados?. Difíciles cuestiones que exigirían un mayor espacio que el destinado a este artículo para una adecuada reflexión.


� ROQUERO GARCÍA, R., “La previsión Social en la Empresa”, Revista CIRIEC ESPAÑA, nº. 12, 1991, pág. 110.


�ALONSO SAURA, J. L., “Las mejoras voluntarias y prestaciones complementarias de la Seguridad Social en los Convenios Colectivos”, Documentación Laboral, n.º 32, 1990., págs. 77-105, 84-86 y 99. En el mismo sentido, GARCÍA BECEDAS G., “La Seguridad Social Complementaria en España” , III Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y Seguridad Social, edi. Tirant Lo Blanch, Valencia, 1993, págs. 17-46 y 24-29.


� Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.


� El artículo 39.2 señala, “sin otra excepción que el establecimiento de mejoras voluntarias, conforme al previsto en el número anterior, la Seguridad Social no podrá ser objeto de contratación colectiva”.  


� Vienen a sustituir a los antiguos artículos 181 a 185.


� DUEÑAS HERRERO L. J., “Seguridad Social, protección complementaria y planes de pensiones: entresijos y reparto del espacio social”, “Los planes de pensiones en el sistema de protección social: el modelo de pensiones complementarias” (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, pág. 227.


� De la evolución de esta institución cabría deducir que se trata de una institución abandonada al paso del tiempo y de escaso interés, resultado de la actitud pasiva del legislador en esta materia, sino fuera porque se observa la masiva presencia de estas mejoras en la realidad empresarial de nuestro país, tal y como se puede comprobar en la siguiente lista de mejoras pactadas en convenios colectivos recogidos por Romero Burillo. CC de la empresa “Fabricación de Automóviles Renault de España S.A.” (BOE 16 de abril de 1998); CC de la empresa “Banco Vitalicio de España, Compañía Anónima de Seguros y Reaseguros” (BOE 17 de abril de 1998); CC de la empresa “Wolkswagen Finance, S.A., establecimiento financiero de crédito” (BOE 28 de abril de 1998); CC entre empresa “Recoletos compañía editorial S.A.” y el personal de redacción del diario deportivo “Marca” (BOE 30 de abril de 1998). ROMERO BURILLO, A. Mª., “La negociación colectiva como fuente creadora de la protección social privada o libre”, Pensiones Sociales. Problemas y Alternativas (IX Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y Seguridad Social), Colección Seguridad Social,1999, págs. 287 y 288. 


� ROQUERO GARCÍA, R., “La previsión Social en la Empresa”, ......., op. cit., págs. 111-112.


� Según un estudio realizado por Yanini Baeza, sobre los 668 convenios colectivos publicados en el BOE, tanto de ámbito sectorial como empresarial, entre los años 1990 a 1993, ambos inclusive, se concluye en que la cláusula más habitual que aparece es la del aseguramiento de las mejoras directas, en torno a un 60% de los publicados, a los que hay que añadir el aseguramiento de mejoras que no se conciertan en convenio colectivo, sino en pactos singulares y no publicados, celebrados entre la representación de los trabajadores y su empresario. Vid. YANINI BAEZA, J., “Algunas consideraciones sobre los compromisos por pensiones instrumentados con el seguro colectivo de vida”, “Los planes de pensiones en el sistema de protección social: el modelo de pensiones complementarias” (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, págs. 453-457.


� Vid. artículo 4.1 a) de la Ley 8/1987 de Planes y Fondos de Pensiones.


�MONEREO PÉREZ, J.L., Planes de Pensiones del sistema de empleo, edit. Tirant lo blanch, 1997,  pág. 23.


� Matizado por el hecho de que la normativa de Planes y Fondos, desde la fase previa de aprobación del Plan, exige como necesidad real de un cierto acuerdo colectivo para hacer efectivo el sistema de previsión. Obliga a promotor y partícipes a formar parte conjuntamente de una Comisión Promotora, que será la que ha de instar a la formalización definitiva del Plan de Pensiones (art. 4.1. a), arts. 5.3 y 7.4 de la Ley 8/1987).


� REGUERO CELADA, J., “Aspectos jurídicos-laborales de los Planes y Fondos de Pensiones”, Relaciones Laborales, n.º 4, 1995, pág. 262. 


� La negociación colectiva laboral está sujeta a los límites intrínsecos que se derivan, sobre todo, del juego del principio de jerarquía normativa consagrado en nuestro ordenamiento jurídico (artículos 9.3 C.E.; arts. 3.1 y 85.1 LET). En este sentido, vid. MONEREO PÉREZ, J. L., “Instrumentación jurídica  e institucional de los Planes y Fondos de Pensiones.”, Revista Española de Derecho del Trabajo, n.º41, 1990, pág. 89.


� Vid. Ley de Acompañamiento de presupuestos. (BOE 31.12.2001).


� En la práctica, los convenios colectivos vienen estableciendo, aunque si bien es cierto, no de forma generalizada, medidas de protección social para los trabajadores a través del sistema de Plan de Pensiones. Para la forma en que se manifiesta la negociación colectiva a la hora de establecimiento de prestaciones voluntarias a través de Planes y Fondos de Pensiones, vid a modo de ejemplo la lista de convenios que recoge Romero Burillo. CC de la “Compañía Española de Petróleos S.A. (CEPSA)” (BOE 1 de marzo de 1997); CC de la empresa Petroquímica Española S.A. (PETRESA)” (BOE 2 de febrero de 1998) y CC de la empresa “ERTISA” (BOE 24 de febrero de 1998). ROMERO BURILLO, A.Mª., “La negociación colectiva como fuente creadora de la protección social privado o libre”,.... op. cit , págs. 293 y 294. 


� MONEREO PEREZ, J.L., Público y Privado en el Sistema de Pensiones, edit. Tecnos, 1997, pág. 268.


� Artículo 64.3 e) de la Ley 30/1995.


� Respecto, a la discriminación que supone la Ley para los cooperativistas; “no se comprende dónde está el fundamento de la diferencia de trato entre la declaración individual del colegiado, de incorporarse o no a la Mutualidad, al que la Ley ofrece plena virtualidad, incluso frente al acuerdo colectivo del Colegio Profesional, y la imposibilidad que tiene el cooperativista de oponerse al acuerdo, adoptado por el órgano representativo de la Cooperativa, de incorporar a los socios a una Mutualidad”. MOLINA GARCÍA, M.,  “Las Mutualidades de Previsión Social en la nueva Ley 30/1995 de 8 de noviembre sobre Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados”, Civitas, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº. 77, 1996,  pág. 499.


� Este hecho se observa en el texto de ‘Geroa E.P.S.V.’ donde no se permite capacidad dispositiva alguna, ni para el empresario ni para el trabajador del metal de Guipúzcoa, en relación a quedar fuera del mecanismo previsor. “Al fin y al cabo ‘Geroa E.P.S.V.’, “es una entidad que surge fruto del acuerdo entre Sindicatos y empresa, y no de un acto unilateral de esta última, lo cual ha de tener su consecuencia precisamente en la obligatoriedad que debe desplegar, en base al art. 37.1 de la Constitución y al titulo III del Estatuto de los Trabajadores, un acuerdo suscrito por los representantes de los trabajadores”. SEGALES FIDALGO, J., “La articulación de mecanismos de previsión social a través de la negociación colectiva sectorial”, (VII Congreso Nacional de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, celebrado del 24-25 mayo de 1996), edit. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, págs. 369-370.
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